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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia, la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (Instituto del Seguro Social) contra el fallo proferido el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005) por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción constitucional interpuesta por el señor ALONSO DE JESÚS AGUDELO PÉREZ, a favor de su hijita SOFÍA AGUDELO ECHEVERRY.

2.- DEMANDA 

Los hechos expresados por el señor AGUDELO PÉREZ para acudir a la acción se refieren a la situación de salud que presenta su hija nacida el doce (12) de febrero de dos mil cuatro (2004), ya que desde el pasado veintisiete (27) de abril se ordenó por parte del médico tratante la exclusión quirúrgica de un ductus arterioso persistente con corto circuito de izquierda a derecha, que debe realizarse de manera prioritaria de conformidad con el concepto médico.

Aduce que por parte del personal administrativo del Seguro Social se le ha manifestado que la autorización para tal procedimiento podría tomar cerca de dos (2) meses lo cual puede repercutir negativamente en la salud y vida de la bebé.

En consecuencia, solicita se le ordene a la E. P. S. del Seguro Social realice la intervención quirúrgica ordenada, de manera rápida, prioritaria y oportuna; y que en adelante se le suministre el tratamiento integral que requiera.

3.- FALLO 

La señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, tuvo en cuenta la abundante jurisprudencia existente acerca de la prevalencia de los derechos de los niños en un Estado Social de Derecho como el nuestro, en especial al tratarse de la prerrogativa a la salud.

Verificó pautas trazadas por la Corte, en aras de determinar si procedía el amparo pedido, así estableció: (i) Que la menor tenía la calidad de afiliada al Seguro Social con lo cual surgía la obligación por parte de la accionada de suministrar la atención médica y quirúrgica que la beneficiaria requería. Conceptuó que no era humanamente posible dejar a una menor de catorce meses de edad y a sus padres sumidos en la incertidumbre de saber si la Administración adelantaría con prontitud las gestiones tendientes para la práctica de la cirugía ordenada. (ii) Que era indudable que la seguridad social y el derecho a la salud constituyen derechos fundamentales y que en el caso a estudio era obvio que se presentaba una vulneración que de contera ponía en serio riesgo la vida de la infante; y (iii) Que si bien es cierto se podría recurrir a la vía judicial ordinaria para solucionar su problema, ello no era viable por la urgencia que presentaba la intervención de la niña.

En ese orden de ideas, encontró que era necesario tutelar el derecho y así procedió, ordenando a la E. P. S que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas realizara la cirugía a la menor y además, que prestara la atención integral que ella requiriera.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda expone que el término concedido no resulta suficiente, dado que se requiere agotar los trámites contemplados en la Ley 80 de 1993 para efectos de la contratación respectiva, que por tratarse de cirugía de alto riesgo debían ofrecerse las garantías que ampararan el cumplimiento del contrato por parte de la Clínica de Occidente institución contratada para eventos de tal índole. Además, que la programación de cirugías la hace directamente tal centro de atención, por no ser de su competencia y eso hacía necesario solicitar la aplicación del principio que determina que nadie está obligado a lo imposible y por ende, pide ampliar el plazo.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Debe advertirse previamente, que no tiene reparo alguno la Sala acerca del fondo del asunto, en el entendido que la señora Juez falladora profirió una decisión acorde con la situación de la menor afectada y con los derroteros trazados en la Constitución, en la Ley y la jurisprudencia para este tipo de eventos, donde está en juego la existencia de una criatura que merece toda la consideración por la desprotección en que se encuentra.

En lo referido con el recurso propiamente dicho, considera la Sala que el plazo concedido es el prudente en vista de la urgencia en el procedimiento. Una vez más debe decirse que desde ningún punto de vista puede ceder el interés de preservar la vida de un ser humano frente a las dificultades de orden contractual esgrimidas por la entidad accionada. Aquí está de por medio la salud y la vida de una pequeña, obligación que debe ser atendida sin más demora por parte de la E. P. S. Estatal, toda vez que esa es la misión primordial que se le ha encomendado, la esencia de su función.

La excusa presentada para intentar dilatar la práctica de la cirugía, sugiere una falta de planeación, porque lo que se le exige por medio del mecanismo constitucional no es nada diferente a lo que debe ofrecer la E. P. S. Seguro Social dentro del giro normal de su actividad, por ende, no se comprende el aducirse una serie de trámites internos como condición para la prestación del servicio.

Los fallos de tutela deben ser cumplidos dentro del término señalado por el juez del conocimiento, tal como lo ordena el art. 27 Decreto 2591 de 1991. 

No sobra recordar que de todas maneras, así se haya interpuesto la impugnación ello no es factor que deje en suspenso la determinación tomada. Por ello, es prudente recordar la norma pertinente del Decreto que regula lo atinente con la acción de tutela y que ya fuera mencionado: “ART. 31.—Impugnación del fallo. Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato.”
En ese orden de ideas, se instruirá al Juzgado de primera instancia para que verifique si efectivamente se le dio estricto cumplimiento a la orden emitida y en caso de observarse dilación injustificada, proceda de conformidad con la normativa vigente. 

Corolario, se confirmará de manera integral el fallo impugnado.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela  proferido por la señora Juez Tercero Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Se solicitará al Juzgado del conocimiento que constate si se dio cumplimiento a la orden emitida en el fallo, caso contrario, deberá iniciar las acciones pertinentes contempladas en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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